
DICTAMEN No. 358 

LICENCIADO JUSTO A. GARCIA PACIN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 

SUPREMO POPULAR. 

CERTIFICO : que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 

el día once de enero de mil novecientos noventa y cinco adoptó el acuerdo que 

copiado literalmente dice así :  

Número 5.- Se da cuenta con consulta formulada por el Presidente de la sala 

de lo Laboral del tribunal Provincial Popular de Santiago de Cuba, por el 

conducto reglamentario, que es del tenor siguiente :  

"El Dictamen 339 emitido a virtud del Acuerdo No. 8 adoptado el día 22 de 

febrero de 1993 por el Consejo de Gobierno de ese superior Tribunal, expresa 

"que los Tribunales Municipales se abstendrán de conocer la solicitudes de 

ejecución de resoluciones firmes dictadas por los Organos de Justicia Laboral 

de Base, las que harán cumplir por la Fiscalía, el Director de Trabajo Provincial, 

o el Delegado de Inspección Estatal del CETSS, siempre que estén ajustadas a 

la Ley y en la forma que estos organismos han resuelto; de lo que se deriva 

que sólo podrán conocer de ejecución de las sentencias firmes que hayan 

dictado conforme a lo dispuesto en el Libro Tercero, Título I de la Ley de 

Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral". 

Sobre la última parte del Dictamen han surgido interpretaciones discrepantes, 

unos estiman que el procedimiento de ejecución de las resoluciones firmes del 

Tribunal que autorizan a los artículos 473, 474 y demás concordantes, en 

relación con el artículo 696 todos de la Ley de Procedimiento Civil, 

Administrativo y Laboral se encuentra virtualmente derogado por la Primera 

Disposición Especial del Decreto-Ley 132 de 9 de abril de 1992 y que durante 



la experiencia que por éste dispone los Tribunales Municipales para hacer 

cumplir sus decisiones deben darle cuenta a la Fiscalía a esos efectos, sin 

tramitar el aludido proceso de ejecución, fundamentándose en los artículos126 

de la Constitución de la República, 248 del Código de Trabajo, 47 de la 

Resolución Conjunta No. 1 del CETSS-MINJUS-TSP de 1992 y la Circular 58 

de 1989 del Presidente del Tribunal Supremo Popular que conminan a su 

inmediato cumplimiento. Que el aludido proceso es solamente utilizable para 

ejecutar resoluciones firmes dictadas por los Tribunales Municipales en 

aquellos conflictos por trabajadores del sector privado de la economía, 

conforme a lo previsto en el artículo 161 del Código de Trabajo. 

Otros opinamos lo contrario, partiendo de las consideraciones siguientes: 

a) El Decreto-ley 132 de 1992 y la Resolución Conjunta No. 1 del CETSS-

MINJUS-TSP no hacen pronunciamiento alguno respecto al proceso de 

ejecución de referencia, en mérito de ello no puede darse contradicción u 

oposición entre aquellos y éste, faltando por lo tanto el presupuesto legal a que 

se refiere la Primera de sus Disposiciones Especiales, para disponer su 

suspensión durante la experiencia que se desarrolla. 

b) Si bien los artículos 126 de la Constitución de la República, 248 del Código 

de Trabajo y 47 de la Resolución Conjunta No. 1 del CETSS-MINJUS-TSP son 

preceptivos al disponer que las resoluciones firmes de los Tribunales son de 

obligatorio cumplimiento, también debe tenerse en cuenta que los mismos 

constituyen las premisas legales sobre las que se asientan los actos y trámites 

procesales conducentes a la ejecución; aquellos no son excluyentes de éstos 

ya que el proceso de ejecución es la forma de hacer efectivo el mandato 

contenido en los mencionados artículos. 



c)El Acuerdo No. 79 de 10 de junio de 1986 del Consejo de Gobierno del 

Tribunal Supremo Popular dejó precisado "que en los casos que nos referimos 

éstos serán puestos en conocimiento de la Fiscalía en el nivel correspondiente 

al resultar constitutivas de violaciones de la legalidad socialista, e integrar 

infracciones del orden disciplinario laboral, a los efectos de que por esa vía se 

demanda a la administración respectiva, la exigencia de las responsabilidades 

de carácter laboral a que de lugar, de conformidad con el inciso a) del artículo 

173 del vigente Código de Trabajo, con independencia también de la acción 

penal que con posterioridad pudiera ejercitarse", la Carta Circular No. 58 de 16 

de junio de 2989 del Presidente del Tribunal Supremo Popular contribuyó a 

agilizar el procedimiento para hacer efectivas las resoluciones judiciales firmes 

en materia de lo laboral, teniendo respaldo éstas en la Instrucción No. 26 de 6 

de octubre de 1986 del Fiscal General de la República que instrumentó la 

participación de la Fiscalía en los casos de incumplimiento de resoluciones 

firmes de los tribunales resolviendo asuntos laborales, y durante su vigencia 

con una copia de aquélla remitida por éstas se encargaba de su cumplimiento 

conforme a los requerimientos dela legalidad; pero al derogarse esta 

Instrucción por la No. 8 de 1994 de la propia Fiscalía General que no contiene 

reglamentación específica ni circunstanciada al respecto, ante incumplimientos 

de tales resoluciones los fiscales municipales accionan encaminándolos por las 

vías procesales establecidas en la Ley, es decir, las remiten al tribunal 

municipal correspondiente para que se proceda conforme al procedimiento 

previsto al efecto en la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral; 

habida cuenta que el Decreto-Ley 132 de 1992 y la Resolución Conjunta No. 1 

de 1992 del CETSS-MINJUS-TSP no les atribuyen esa función; todo ello sin 

perjuicio de actuar ante un posible delito de desobediencia contra la 

administración de la entidad laboral de que se trate, cuando el tribunal le envíe 

copia del AUTO conminatorio de la ejecución de la resolución firme, una vez 



agotado el procedimiento instituido para ello, y observando el Acuerdo 79 de 

1986 en lo pertinente. 

1. d) Ante un escrito presentado por la parte interesada solicitando la 

ejecución de una resolución firme del Tribunal, al amparo del artículo 473 y 

demás concordantes de la LPCAL, éste debe admitirlo y tramitarlo puesto 

que una decisión contraria, es decir, sudesestimación, no tendría 

fundamentación legal alguna. 

En mérito de todo lo expresado anteriormente deseamos se nos aclare si la 

última parte del Acuerdo No. 8 de 1993 (Dictamen 339) se refiere únicamente a 

los conflictos resueltos por el Tribunal donde son partes trabajadores del sector 

privado de la economía, conforme a lo previsto en el artículo 161 del Código de 

Trabajo, o a todas las resoluciones que se dicten por éste y ganen firmeza. 

El Consejo, a propuesta del Presidente de la sala de lo Laboral de este Tribunal 

Supremo Popular, acuerda evacuar la consulta formulada en los términos del 

siguiente: 

DICTAMEN No. 358 

PRIMERO : Ciertamente el Dictamen No. 339, Acuerdo No. 8 de 1993 de este 

Consejo de Gobierno refiere que los tribunales municipales populares se 

abstendrán de conocer de las solicitudes de ejecución de las resoluciones 

firmes dictadas por los Organos de Justicia Laboral de Base, ello en virtud de la 

responsabilidad que asigna al ahora Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el 

artículo 5 del Decreto-Ley No. 132 de 9 de abril de 1992 y de las funciones de 

la Fiscalía General de la República respecto al control de la legalidad y refiere 

el Dictamen que los Tribunales Municipales Populares sólo podrán conocer en 

proceso de ejecución de las sentencias firmes que hayan dictado conforme a lo 



dispuesto en el Libro Tercero, Título I de la Ley de Procedimiento Civil, 

Administrativo y Laboral. 

SEGUNDO : Que con respecto al asunto objeto de consulta, ha de entenderse 

que la Disposición Especial Primera del citado Decreto-Ley No.132, suspendió 

la aplicación de la Ley Ritual en cuanto al Procedimiento Laboral que 

contempla su Tercera Parte en los Títulos 1ro, 2do, 3ro, 4to. y 6to. que se 

sustituye por lo dispuesto en el mentado Decreto-ley y en las normas 

procesales que a tales efectos regula la resolución Conjunta No. 1 de 11 de 

abril de 1992 y éstas no se refieren al procedimiento de ejecución de 

resoluciones firmes, de modo que nada se opone a lo establecido al 

mencionado Decreto-Ley a los efectos de que los Tribunales Municipales 

Populares puedan asegurar la ejecución de todas las sentencias firmes que se 

dicten en el proceso sin exclusión o distinción alguna. 

Comuníquese al Presidente de la Sala de lo Laboral del Tribunal Provincial 

Popular de Santiago de Cuba, por conducto del Presidente del dicho órgano 

provincial de justicia; y circúlese entre los restantes Tribunales Provinciales y a 

través de éstos, a los Tribunales Municipales Populares de sus respectivos 

territorios, para su conocimiento y a los efectos anteriormente expuestos. 

Y PARA REMITIR AL TRIBUNAL CORRESPONDIENTE, EXPIDO LA 

PRESENTEEN LA HABANA A VEINTISIETE DE ENERO DE MIL 

NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO. "AÑO DEL CENTENARIO DE LA 

CAIDA EN COMBATE DE JOSE MARTI". 

 


